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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Esteban Pérez. 
MIEMBROS: — Señores Representantes Pablo Abdala, José Luis Blasina y José Di Paulo. 


INVITADOS: Por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social: señores doctores Jorge Bruni, 
Subsecretario, y Alvaro Rodríguez, asesor. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esteban Pérez).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión tiene el gusto de recibir al señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social, doctor Jorge 
Bruni, y al doctor Alvaro Rodríguez, asesor, a los efectos de que tomemos conocimiento de las nuevas 
disposiciones respecto a las pasividades. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero plantear una cuestión de orden y no se debe tomar como una 
intervención sobre el fondo del asunto, porque me propongo escuchar primero a la delegación del 
Poder Ejecutivo que nos visita, por una elemental razón de deferencia. 


Me parece que podría ser interesante nosotros promovimos esta convocatoria que el doctor Bruni nos 
trasmitiera el tenor de las disposiciones recientes que se han adoptado, fundamentalmente del decreto del 24 
de octubre, y eventualmente alga otra que considere de relieve señalar, que tienen que ver con los jubilados y 
pensionistas, con el valor de las pasividades y con el ingreso de los pasivos. Pero también dejo planteada otra 
cuestión que reconozco que no estaba en el orden del día, pero apelando a la benevolencia del doctor Bruni 
que le reconozco, estoy seguro que estará dispuesto a contestar. Me refiero a un tema que ha preocupado 
reiteradamente a la Comisión, que inclusive alguna vez lo hablamos con el señor Subsecretario, y que tiene 
que ver con la situación de los ex trabajadores de la industria frigorífica, tema que ya mereció una solución 
legal, pero que ahora se encuentra en la fase de la implementación administrativa. Sé que es responsabilidad 
del Banco de Previsión Social, pero es una inquietud que queremos trasmitir para que la pueda evacuar hoy el 
doctor Bruni o bien para que pueda llevársela. 


Quería solicitar a la Mesa y al doctor Bruni que, si hay acuerdo en ese sentido, una vez que agotemos este 
primer tema, pudiéramos hacer consultas con relación al otro. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Muchas gracias por la 
invitación. Voy a ser muy escueto porque son bastante conocidas las disposiciones que adoptó el Poder 
Ejecutivo en esta materia, fundamentalmente en lo que tiene que ver con el aumento de los mínimos, 
con algún adelanto y con el tema de una canasta que se va a otorgar. Insisto en que son temas 
conocidos, pero los vamos a reiterar. 


En lo que tiene que ver con los adelantos, se va a otorgar un adelanto del 4% a jubilados y pensionistas, en 
aquellos casos en que perciban hasta un mínimo de tres BPC; se estima que será para un número aproximado 
de unos 325.000 jubilados y pensionistas. 


El segundo tema es el de los aumentos mínimos a los jubilados y pensionistas. El primer parámetro a 
considerar también va hasta tres BPC y en el caso de los pensionistas se requiere un ingreso mínimo de hasta 
tres BPC y la integración en hogares de menores recursos cuyo promedio también sea inferior a tres BPC. 
Como bien se sabe, esto rige a partir del 1* de julio de 2009. 


El tercer tema tiene que ver con el beneficio de una canasta, también partiendo de los mismos parámetros, es 
decir, la percepción de un ingreso de hasta tres BPC y la integración en hogares cuyos ingresos no superen el 
promedio de tres BPC, según el número de integrantes. El monto de la canasta es de $ 300, que puede ser en 
dinero o en especie, y se autoriza al Banco de Previsión Social a proceder a efectos de concretar esta 
resolución del Poder Ejecutivo. 


Esto es, en muy apretada síntesis, lo que se ha dispuesto. Creo que el contenido de las resoluciones que se 
han adoptado es bastante claro en ese sentido. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- El doctor Bruni ha planteado en grandes titulares lo que podría 
catalogarse como una suerte de resumen, casi el nomen iuris de las resoluciones del 24 de octubre, que 
tengo entendido que son dos. Por supuesto que conozco las resoluciones porque las bajé de la página 
web de la Presidencia de la República, dicho esto en lenguaje informático. Al respecto, quería hacer 
algunas consideraciones y fundamentalmente algunas consultas. 


En primer lugar, quisiera que pudiéramos ratificar como aparentemente se ha hecho a partir de la 
intervención del doctor Bruni y de la simple lectura del artículo 1” del decreto, que hace referencia al 
adelanto del 4% que estamos frente a un adelanto. En esa condición, como es un adelanto y no un aumento o 
un ajuste, consulto si esto será deducido estoy preguntando; admito el beneficio de la duda del ajuste que por 
norma constitucional se otorgue o se apruebe con vigencia al 1” de enero del año que viene. Me parece 
importante aclararlo, porque hubo versiones contradictorias en los días posteriores o sucesivos a la 
aprobación de este decreto, más bien en los últimos días. Ese es un aspecto que me parece importante señalar. 


Esta discusión la hemos tenido muchas veces en el ámbito de la Comisión. Creo que el adelanto por supuesto, 
no quiero adjetivar, a partir del 1” de enero una vez que se verifique efectivamente el descuento, si es que se 
verifica, pero yo sigo pensando que si es un adelanto a cuenta del próximo ajuste, en enero se va a deducir, a 
descontar, como establece el decreto, dejará de representar una modificación desde el punto de vista del valor 
real de la pasividad. El valor real de la pasividad en el mes de febrero será el que resulte de la aplicación del 
ajuste de enero. Esta decisión del 24 de octubre será historia, en el sentido de que habrá dejado de incidir en 
lo que tiene que ver con un eventual incremento del valor real. Podrá considerarse un paliativo o desde ese 
punto de vista un alivio momentáneo, por más que estamos hablando de un guarismo escaso con relación al 
valor actual de las pasividades; precisamente, está dirigida a aquellas que están por debajo de los $ 5.300. 


La pregunta es si el Poder Ejecutivo no pudo, en esta oportunidad, haber hecho un esfuerzo mayor. Lo digo 
porque estamos en un momento muy especial desde el punto de vista institucional. Antes de que ingresara a 
Sala la delegación del Poder Ejecutivo hacíamos referencia a una disposición de la Constitución que impide 
precisamente otorgar aumentos extraordinarios durante la vigencia del año electoral, los doce meses previos 
al día de las elecciones nacionales. Desde ese punto de vista, si el año que viene el Poder Ejecutivo estuviera 
en condiciones de otorgar un aumento extraordinario, más allá del que corresponde por norma constitucional, 
supongo que no lo podrá hacer. Por ejemplo, años atrás, inclusive el año pasado, se resolvió prescindir del 
descuento del adelanto que se dio antes de fin de año cosa que reconocimos en aquel momento, pero en esta 
oportunidad el Poder Ejecutivo no estará en condiciones de hacerlo, porque tampoco ha tomado los recaudos 
jurídicos para ello, ya que no surge de este decreto. Acá se está disponiendo el adelanto, se está aclarando que 


este habrá de ser deducido del ajuste del mes de enero y así tendrá que ser, salvo que haya una interpretación 
jurídica distinta. De acuerdo con el artículo 229 de la Constitución, parece claro que aumentos 
extraordinarios no pueden haber. Sé que en esto, por cierto, el Poder Ejecutivo está amparado en la 
Constitución; está actuando de acuerdo con la Constitución, otorgando concretamente los ajustes que por 
norma corresponden, que son relativamente importantes no dudo en señalarlo en función de que ha habido a 
lo largo de estos años reitero: no dudo en señalarlo una recuperación del salario privado a través del 
mecanismo de la negociación colectiva en los Consejos de Salarios. Lo he dicho públicamente y no tengo 
problema en reiterarlo ahora. Pero también es verdad que en el caso de las pasividades, en función de la 
severa caída que experimentaron en los años anteriores o en el período pasado, de lo deprimidas que están las 
pasividades en el Uruguay y desde hace años no es un tema que se haya generado con este Gobierno, 
parecería claro que un solo aumento en el año por sí solo no es suficiente como lo han reclamado las 
organizaciones de jubilados y pensionistas para que haya una recuperación verdadera y efectiva del valor de 
las pasividades y fundamentalmente de las más bajas. 


Si bien en este caso tomar el índice de inflación como referencia es legítimo y válido, y se me dirá que el 
ajuste anual de pasividades está por encima de la variación del Índice Medio de Salarios, también está claro 
que la evolución de los precios, fundamentalmente de la canasta básica, muchas veces corre por otros 
andariveles, porque es un promedio de la evolución de los precios en el mercado. Todos sabemos que el 
poder de compra de las pasividades básicas está asociado a lo que los pasivos compran, que son 
fundamentalmente alimentos, los que han experimentado inclusive hay mediciones en ese sentido un 
incremento por encima del índice general de la inflación. Es en esa perspectiva que un solo aumento al año, 
por más que sea del 12%, 13% o 14% creo que el próximo va a ser del 14%, según se ha anunciado no parece 
ser suficiente como para que se produzca efectivamente una recuperación del valor real de las pasividades 
más bajas. Esa es la primera reflexión y consulta que quería hacer. 


Repito que el Poder Ejecutivo no ha hecho la reserva jurídica de un instrumento o de una facultad por lo 
menos yo no la encontré en el decreto, capaz que está; estoy preguntando que hubiera permitido actuar como 
en años anteriores lo tendría que haber dispuesto antes del 25 de octubre, cuando el descuento del adelanto 
que se hizo en setiembre u octubre, que estaba previsto para el ajuste del mes de enero, quedó sin efecto. Ahí 
sí el aumento de las pasividades más bajas fue algo superior al resto de las jubilaciones y pensiones. 


El otro aspecto tiene que ver con la otra resolución, con los $ 300 que se otorgarán a algunos pasivos del 
Uruguay. Sin perjuicio de valorar que esto representa un esfuerzo económico parto de la base de que si el 
Gobierno no ha dado más es porque no ha podido o porque el Ministerio de Economía y Finanzas no ha 
habilitado los créditos o no ha estado de acuerdo en función de las disponibilidades de la caja del Estado, me 
parece que no es una solución no quiero adjetivar del todo justa. Creo que no es del todo justa en función de 
que esta concesión, este beneficio, está sujeto a dos condiciones, no solo al ingreso o al valor específico de la 
pasividad del que recibe este beneficio, a las tres BPC, sino además esa es la condición que introduce una 
nota de injusticia importante al límite de los ingresos promedio de los hogares respectivos. Allí es donde yo 
advierto que se van a dar algunas inequidades. 


Alcanzará con que un pasivo repito: estas reflexiones las hago a partir de la lectura del decreto, puede haber 
algún aspecto del mismo que haya pasado por alto y cambie el resultado de lo que estoy afirmando; me lo 
dirá el doctor Bruni, uno de los supuestos beneficiarios de la canasta de fin de año perciba, por ejemplo, una 
jubilación de $ 4.000 y además tenga la suerte, o la desgracia en este caso, de tener un hijo que trabaje y gane 
otro tanto o $ 3.000 como guardia de seguridad o en una empresa de limpieza, para quedar fuera del 
beneficio, por lo menos de acuerdo con lo que yo leo. 


Me parece que allí estamos en una situación donde los promedios están por encima de eso. Capaz que los 
guarismos que manejé no son los correctos; entonces, pido que se tomen los conceptos y no los guarismos. 
En la medida en que el promedio se ubique por encima de los $ 5.000, entonces no habrá derecho a esos 

$ 300. Desde ese punto de vista uno se pregunta si no hubiera sido posible un esfuerzo un poco más parejo, 
partiendo de la base de que estamos hablando de una cantidad que está bastante lejos del concepto del 
aguinaldo que reclamaban las organizaciones de jubilados y pensionistas; presumo que en algún sentido esta 
decisión viene a llenar ese vacío. Un reclamo de un sueldo anual como pedían los pasivos, no se puede 
otorgar y en lugar de eso aparecen así por lo menos se exhibió públicamente estos $ 300 de canasta de fin de 
año. Repito: si el límite fuera uno solo y no esa doble limitante de los $ 5.300, de las tres BPC por pasividad, 


y del promedio de los ingresos, capaz que cambiaba un poco el tenor de la solución. Lamentablemente no ha 
sido así. 


Sin perjuicio de que después pueda hacer algún otro comentario en función de lo que la dinámica del debate 
vaya estimulando o generando, quisiera consultar, desde el punto de vista de la implementación de estas 
soluciones, cuáles son los requisitos que se reclaman a los beneficiarios, porque veo que hay una exigencia 
de que se firme una declaración jurada. ¿Cómo se va a implementar esto? Sé que es materia del Banco de 
Previsión Social, pero seguramente el Poder Ejecutivo tiene información. Para que un jubilado o pensionista 
pueda acceder tanto al adelanto como a la canasta de fin de año, ¿a qué debe someterse desde el punto de 
vista administrativo? Me refiero a qué requisitos formales. ¿Cuántos formularios debe llenar? Se habla de una 
declaración jurada. En definitiva, ¿cuáles son los extremos que debe colmar a los efectos de acceder a estos 
beneficios? 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- El señor Diputado pregunta si 
no se ha podido hacer un esfuerzo mayor para otorgar algo distinto al adelanto del 4%, adelanto que 
ha sido práctica, como él reconoce, en todos estos años, como también lo ha sido, salvo una excepción, 
no proceder al descuento 


En el caso concreto, la voluntad política del Poder Ejecutivo va a ser no proceder al descuento; es la voluntad 
política. 


En cuanto a las dudas constitucionales, sí, evidentemente existen y el Poder Ejecutivo lo está estudiando. Es 
un tema lo suficientemente polémico como para estudiarlo y para que esa voluntad política del no descuento 
se concrete. No quiero entrar en cuestiones jurídicas, pero el señor Diputado habla de un solo aumento por 
año y eso está establecido en la Ley_N” 16.903. Eventualmente, el Poder Ejecutivo podría estar considerando 
en el año electoral la posibilidad de otorgar un aumento cuando el porcentaje de la inflación se dispara por 
encima del 10%. Eso está claramente establecido en las leyes vigentes. 


También puede generar dudas la no inclusión del Poder Ejecutivo en el artículo 229 mencionado por el señor 
Diputado; el Poder Ejecutivo no está incluido en esa disposición. Eso implicaría entrar en una discusión 
jurídica, que no es el sentido de esta reunión. Podemos tenerla, no tengo ningún inconveniente, pero estoy 
adelantando que es un tema opinable. 


Por otra parte en los decretos firmados el Poder Ejecutivo adoptó una posición de cautela y de previsibilidad, 
considerando todas estas dudas que pudieran existir. 


En cuanto a si es o no suficiente, creo que este no es el momento, pero podríamos debatir acerca de cifras y 
recuperaciones, porque los números pueden ser bastante elocuentes, según se consideren pasividades 
generales o pasividades más sumergidas. En esta respuesta resumí los dos planteos del señor Diputado, es 
decir, algunas dudas desde el punto de vista jurídico y lo que el Poder Ejecutivo entiende respecto a los 
adelantos. 


En cuanto al tema de la canasta básica, el señor Diputado dice que no es justo, sobre todo fundamentado en el 
límite promedio de hogares de menores recursos. Dice que se pudo haber hecho un esfuerzo mayor. Sí, se 
pudo haber hecho un esfuerzo mayor, o menor, pero estamos hablando de que durante treinta años puedo 
equivocarme en algún año nunca se concretó un beneficio similar al que, quizás en forma insuficiente eso es 
opinable, está dando el Poder Ejecutivo. El Acto N* 9 de 1979 derogó el aguinaldo y ha sido constante la 
reivindicación de los sectores de jubilados y pensionistas respecto a restituir ese beneficio. Pasaron treinta 
años y nunca se restituyó. Creemos que esto puede ser una vía, un mensaje o por lo menos una demostración 
de buena voluntad del Poder Ejecutivo, en este tema como en otros, porque también han pasado veintiocho o 
treinta años para que se restableciera la prima por edad y actúo sobre los topes establecidos en el Acto 
Institucional N* 9. Este Gobierno ha restituido los topes y la prima y ha dado una señal con esta canasta. 
Obviamente, son señales de una política persistente y que tiende al beneficio o a una mayor recuperación del 
poder adquisitivo de las pasividades más sumergidas. En este caso concreto, el tema del aguinaldo está 
enmarcado en esa línea. 


En cuanto a la pregunta del señor Diputado sobre los requisitos, en el artículo 3* del decreto se establece que 
el Banco de Previsión Social lo reglamentará, y lo está haciendo. Evidentemente, no es una tarea de gran 


dificultad, pero tampoco es una tarea que se pueda hacer a la ligera. Estamos a quince o veinte días del 
anuncio de esta medida y, por lo tanto, nos consta que el Banco de Previsión Social está reglamentando todo 
lo que tiene que ver con las declaraciones juradas, documentos y otras exigencias que puedan surgir. 


Respecto a la justicia o no, son temas opinables, decisiones políticas; son temas que están enmarcados en una 
política que se ha llevado a cabo desde 2005. Podrá ser catalogada de insuficiente, dado la enorme pérdida 
del 27% del poder adquisitivo verificada en los últimos cinco años previos al Gobierno actual, pero aún 
admitiendo cierta insuficiencia, me animo a calificarla de diferente. Es una política diferente que se ha ido 
estableciendo en el sentido de priorizar a las pasividades más sumergidas en forma persistente. En el pasado 
ha existido alguna excepción en la cual se ha considerado a los sectores más sumergidos, pero desde 2005 se 
lo ha hecho en forma persistente, primero con los jubilados, luego con los pensionistas, algo que se reiteró, y, 
después, con la restitución de los topes y de la prima por edad. Se trata de una serie de elementos que me 
hacen concluir que, aun pudiendo ser catalogados de insuficientes, son producto de una política bastante 
diferente a las que se han aplicado en los últimos treinta años, es decir, después de la dictadura. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Agradezco mucho al doctor Bruni, quien ha sido muy claro en todas 
las explicaciones. 


Probablemente sea una política diferente; nosotros reivindicamos la nuestra, y de eso se trata esta actividad, 
es decir, de tener coincidencias, discrepancias y visiones distintas a la hora también de administrar seguridad 
social. Digo esto porque cada período de Gobierno es diferente, y si bien hace un rato dije que reconocía a 
este Gobierno el hecho de que le tocó hacerse cargo de la administración del país tras una caída severa en el 
valor de las pasividades, producto del proceso que se vivió fundamentalmente en el período pasado a partir 
de la crisis de 2002, también es verdad que del pasado, eso no es todo. Yo tengo para mí que en el Gobierno 
del Partido Nacional hubo una recuperación muy importante de todas las pasividades. Por supuesto que la 
situación era diferente, entre otras cosas, porque el ajuste de las pasividades se realizaba en forma 
cuatrimestral, de acuerdo con lo que establecía la misma norma constitucional que el Gobierno aplica; 
también eso es verdad. En ese momento teníamos un escenario distinto que, por voluntad política o por 
imperio de la Constitución, determinó que las pasividades se incrementaran más de un 40% en su valor real. 
Por supuesto, digo esto sin ánimo de generar polémica, porque me parece legítimo y corresponde que un 
representante del Poder Ejecutivo venga a defender su política, más allá de que a nosotros pueda merecernos 
algunos reparos. 


Creo que, en parte, estamos aquí en el plano de la diferencia o del límite entre la realidad virtual y la material. 
Quiero explicarme. Cuando el doctor Bruni habla de la eliminación de los topes, yo diría que no se refiere a 
ello con carácter general, sino a la situación que se generó, remanente de aquellas leyes que no se cumplieron 
en 1995 y que sin duda fue una circunstancia que se arrastró durante todos estos años y que en esta 
Legislatura se solucionó, pero los topes hoy siguen vigentes, por lo menos los establecidos por la ley de 

1996. 


En cuanto a la prima por edad, no quiero reeditar una discusión que tuvimos aquí hace dos años, pero 
entiendo que no estamos frente al mismo beneficio de antaño lo dije en aquella oportunidad y lo reitero 
ahora, sino ante un beneficio que se llama igual pero en realidad lo que supone estamos en plena ejecución de 
eso es el restablecimiento de una prima en un tracto sucesivo de cinco años que no implica reintegrar ese 
mismo beneficio que hoy siguen percibiendo muchos que tuvieron la dicha de retirarse antes de la vigencia 
del Acto N* 9, 


Respecto al aguinaldo, me parece que claramente debería trazarse una distinción entre lo virtual y lo material, 
porque me parece que esto lejos está no lo digo yo, sino que lo dijo la ONAJPU de constituir el concepto de 
aguinaldo en términos de sueldo anual complementario, de una proporcionalidad entre lo que se percibe por 
concepto de aguinaldo y lo que se percibe por pasividad. Es verdad, desde la vigencia del Acto N* 9 o la 
reinstitucionalización democrática, el aguinaldo nunca se reinstauró. En el Gobierno del Partido Nacional, 
entre otras cosas, no se reinstauró porque hubo que hacer transferencias de cientos de millones de dólares 
para atender o financiar los ajustes de las pasividades que resultaban de la reforma constitucional. 


De manera que queríamos formular estas reflexiones. En esta misma lógica francamente creo que eso explica 
la convocatoria que se ha concretado en el día de hoy, todos esperábamos alguna decisión diferente, o que 
implicara un poco más de lo que finalmente ocurrió, porque se había generado una expectativa importante 


esto lo llegamos a hablar con el doctor Bruni en su última comparecencia, a partir de lo que fue una primera 
reunión con las organizaciones de jubilados y de los anuncios que allí se formularon. Por lo menos en aquel 
entonces los anuncios eran que se estudiaban y analizaban alternativas que se iban a terminar de concretar y 
formalizar en una futura reunión, y después trascendió esa segunda reunión con los representantes de los 
pasivos. 


También hubo anuncios por parte del señor Presidente de la República; en el Consejo de Ministros que 
supongo habrá aprobado estos decretos del 24 de octubre se dijo que había trasmitido a sus Ministros el 
propósito de que el Gobierno hiciera un gran esfuerzo tengo algunos trascendidos de prensa a los efectos de 
mejorar la situación de los pasivos. Ese gran esfuerzo se traduce en esto y, como dice el doctor Bruni y lo 
comparto, cada cual sabrá valorar y sacar las conclusiones correspondientes en cuanto a si es justo, injusto, 
suficiente o insuficiente. Por supuesto que eso pertenece al plano de la valoración política. 


Creo que hemos recibido toda la información y esta es la opinión que estas decisiones me merecen, en forma 
absolutamente respetuosa o civilizada. 


SEÑOR BLASINA.- Naturalmente que me parece pertinente haber invitado al señor Subsecretario de 
Trabajo y Seguridad Social, en el marco de que los integrantes de esta Comisión tienen el derecho a 
plantear a los miembros del Poder Ejecutivo que tienen que ver con el tema de la seguridad social, sus 
inquietudes, preguntas, dudas o sus posiciones diferentes. Esto ha sido una práctica continua en esta 
Comisión frente a planteos determinados, y así fue correspondido por las autoridades del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social, y en algunas otras ocasiones, por el Banco de Previsión Social. 


Acá se ha expresado por parte del doctor Bruni una voluntad política más allá de consideraciones de carácter 
jurídico de no descontar el adelanto del ajuste que se va a efectuar el 1” de enero del año próximo. Creo que 
es importante esa manifestación de voluntad política en cuanto a concretar ese aspecto. En consecuencia, 
esos sectores de jubilados y pensionistas ubicados en esa primera franja de $ 5.325 me parece importante 
recalcar la cifra que maneja el doctor Bruni representan 325.000 personas. Más allá de las interpretaciones 
que se puedan hacer del texto del decreto, la voluntad es la que se acaba de manifestar. Inclusive, nosotros lo 
manejamos públicamente y no tengo por qué negarlo. Muchas veces he dicho que cada cual es prisionero de 
sus palabras las diga donde las diga, y esto lo hemos hecho público. 


Por otra parte, el tema del aguinaldo inclusive el del 4%, o de la canasta, como se le llame, es una distinción 
semántica porque, en rigor, no podría ser un aguinaldo, pero no tengo problema con que se le llame así. Creo 
que solo se implementó en un año de esos treinta de los que hablaba el señor Subsecretario. Salvo esa 
excepción a la regla, durante esos treinta años, a partir de 1979, no se otorgó ninguna partida. 


Me quería detener en esos aspectos porque son los que ha manifestado el señor Diputado Pablo Abdala con 
toda legitimidad, pero creo que no pueden desligarse de otros avances que se han experimentado en el correr 
de estos años, que han llevado a cierta realidad, como indican los números deducidos de las determinaciones 
del Instituto Nacional de Estadística. En todo ese período, se ha recuperado parte del poder adquisitivo 
perdido, que según nuestras cifras asciende a algo más del 26% el 27% decía el doctor Bruni, sobre todo 
cumpliendo con aquello a lo que nos comprometimos previo a la elección del 31 de octubre de 2004, que era 
atender a los sectores más sumergidos. Allí se verifica que estos sectores más sumergidos estoy hablando de 
los que perciben hasta $ 5.325, hasta el 1* de enero de 2008, habían recuperado un 22,5% de algo más del 
26% que se había perdido en el quinquenio anterior; y que el resto de las jubilaciones y pensiones, a esa 
fecha, habían recuperado un 13,5% aproximadamente. Esto se une y nos lleva a considerar como no puede 
ser de otra manera, en un análisis de lo sucedido en este período de la actual Administración el estudio de 
otro factor, que no estuvo presente aquí y no es una referencia a que el señor Diputado Abdala lo haya 
omitido; no está dirigido a eso pero que también. Me refiero a la repercusión muy clara de la reinstalación de 
los Consejos de Salarios a partir del año 2005, como el elemento principal, no el único, que lleva a esta 
situación de recuperación del poder adquisitivo. Y esto lleva a otra cosa, que me parece un aspecto más 
conceptual que específico respecto de los porcentajes y la recuperación, que es un vínculo estrecho entre la 
evolución de los sueldos y los salarios, y las pasividades. 


Claro, se me podrá decir con razón que eso está determinado por el artículo 67 de la Constitución. Pero lo 
que no se determina por esa norma en ese vínculo es que precisamente en este período se reinstalaron los 
Consejos de Salarios y eso ha producido un efecto directo sobre el Indice Medio de Salarios, y lo va a 


producir también este año, porque la evolución que tenemos registrada de esas dos variables por parte del 
Instituto Nacional de Estadística, señala que al 30 de setiembre para establecer un mes equidistante entre 
ambas variables, mientras el Índice Medio de Salarios llegó al 11,62%, la inflación en ese mismo período los 
primeros nueve meses del año alcanzó a un 7,63%. Claro, tenemos el último dato de la inflación, al 31 de 
octubre, que es del 7,98%, pero hay que estimar también que el cálculo del Índice Medio de Salarios, por el 
Instituto Nacional de Estadística, viene siempre con un mes de atraso respecto del Índice de Precios al 
Consumo. Si llevamos ambas variables al 30 de setiembre, eso está pautando una diferencia del 4% entre una 
y otra, y es de suponer que esa diferencia se va a mantener, o que inclusive va a aumentar, puesto que ahora, 
en los meses que restan, van a influir más notoriamente los resultados de los Consejos de Salarios en la 
medición del Índice Medio de Salarios, es decir, de aquí a fin de año. 


En consecuencia, seguramente vamos a llegar al 1” de enero próximo aquí es difícil hacer estimaciones, lo 
reconozco con un Índice Medio de Salarios algo superior al 14%. Yo creo que va a ser superior a ese 
porcentaje, pero me lo adjudico como una estimación personal, porque aquí estoy teniendo en cuenta lo que 
señalaba recién en cuanto al reflejo que van a tener los acuerdos en los Consejos de Salarios, que ya 
superaron el 80%, y, además, son acuerdos de recuperación a mediano plazo, no a corto plazo, porque 
hablamos de convenios de 18 a 24 meses, por lo que no solo van a producir un efecto en estos meses que 
restan hasta fin de año, sino que van a seguir teniendo un efecto el año siguiente. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Me permite, señor Diputado? 
SEÑOR BLASINA.- Con mucho gusto. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Preferí interrumpir al señor Diputado Blasina y no pedir luego la 
palabra para una aclaración, entre otras cosas para que ya tenga oportunidad de comentar lo que voy 
a decir, dada la cordial relación que mantenemos en el ámbito de la Comisión. 


Reitero: creo que estamos manteniendo un intercambio civilizado y democrático, como corresponde, y en 
algún sentido, a partir de nuestras intervenciones, estamos describiendo dos visiones bien diferentes. 
Discrepo con muchas de las cosas que ha dicho el señor Diputado Blasina, no voy a contestarlas ahora ya que 
en ciertos aspectos se deduce de mi intervención anterior. Pero quiero hacer un comentario respecto de esto 
que tiene que ver con la ronda de los Consejos de Salarios y su repercusión en el valor de las pasividades. 


Yo mencioné en mi intervención inicial los Consejos de Salarios y reconocí, además, que ellos habían 
permitido una recuperación de salario privado a lo largo de estos años. Tanto es así que lo hemos dicho 
públicamente: si nos toca ganar las elecciones vamos a ratificar este mecanismo, probablemente 
estableciéndole ajustes en su funcionamiento o definiendo algunas pautas diferentes. Pero digamos también 
que con relación a las pasividades, los Consejos de Salarios impactan en un aspecto que es específico, el del 
índice de ajuste, que naturalmente no es menor. Pero el artículo 67 establece dos condiciones fundamentales a 
los efectos de la política de ajuste de las pasividades: una es esta respecto del Índice Medio de Salarios a los 
efectos de calcular el cuántum; y otra es la de la oportunidad de los aumentos, donde vincula precisamente el 
aumento de las pasividades a la circunstancia de que aumenten los salarios públicos, en ocasión del ajuste de 
salarios de la Administración Central, creo que dice concretamente la disposición. Y allí es donde eso, en 
función de la política que se aplique, puede conducir a una recuperación más rápida o no tan rápida de las 
pasividades, porque, entre otras cosas, si bien el salario real privado aumenta en determinada magnitud o 
proporción, lo hace con una periodicidad diferente, por lo menos dos veces al año. En cambio, las 
pasividades aumentan una sola vez al año, producto de una política más bien desindexatoria y que privilegia 
la contención de la inflación al incremento de los ingresos desde mi punto de vista y que para eso toma 
fundamentalmente como variable de ajuste, no el salario privado que se ha recuperado y que, además, 
aumenta por lo menos dos veces al año, sino los salarios públicos y las pasividades. 


Ahí es donde yo vinculo esto con lo que dije antes: si bien formalmente es correcto y es cierto que uno 
advierte aumentos de las pasividades por encima del 10% en el mes de enero y que la inflación del año está 
por debajo de ese porcentaje, también es verdad que esa no es la inflación que seguramente preocupa, afecta 
y golpea a los que ganan menos de $ 5.300, a los que ganan $ 3.000 o $ 4.000. Allí lo que afecta y golpea 
fundamentalmente es la inflación de los artículos de primera necesidad, donde también no traje las cifras, tal 
vez las tenga el señor Diputado Blasina, desde el punto de vista de la medición estadística, esos artículos que 


componen la canasta básica notoriamente corren o han corrido mucho más rápido que los otros y, por lo 
tanto, el índice general de la inflación es menor que el de los productos básicos. Ello ocurre, entre otras 
cosas, porque ha habido un subsidio del boleto que ha impactado en el índice general de precios, más allá de 
la situación del precio del petróleo, etcétera. Y no nos vamos a poner economistas ahora, pero esa es la 
diferencia de concepto que yo tengo con la política del Gobierno; partiendo de la base de que me parece que 
los dos análisis tienen lógica y son sustentables, es allí donde, en definitiva, se me ocurre que, desde el punto 
de vista político, la conclusión puede ser diferente. 


SEÑOR BLASINA.- Estoy muy lejos de convertir esta reunión en una suerte de intercambio con el 
señor Diputado Abdala, y muchísimo menos por respeto a quienes nos visitan, está muy lejos de 
nuestro ánimo y estoy absolutamente seguro que también del señor Diputado Abdala, del Presidente y 
del cuarto miembro de la Comisión, convertir a los invitados en espectadores. Pero, de cualquier 
manera, voy a hacer una referencia muy breve a lo que acaba de decir el señor Diputado. 


Sí, efectivamente, el artículo 67 de la Constitución determina que las pasividades se ajustan cada vez que se 
ajusten los salarios de los trabajadores de la Administración Central. En efecto, dice eso. Pero eso no existía 
antes. Esa es una cosa que introdujo la reforma constitucional en el artículo 67. No existía antes. Antes, las 
pasividades eran aumentadas según las estimaciones que hicieran los gobiernos de turno... 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Estoy de acuerdo. 


SEÑOR BLASINA.- Y el gran avance que se introdujo en el artículo 67 más allá de que en el futuro 
pueda haber algún intento de reformarlo; hasta ahora no hemos conocido ninguno de esa naturaleza es 
el de que se determinan ajustes periódicos que se realizan conforme a lo que dispone esa norma. 


Además, tenemos la Ley_N* 16.903, que también juega en todo esto, y no es una norma que hayamos 
aprobado nosotros. 


Lo que pasa es que aquí se ha producido otro fenómeno que hay que tener en cuenta. La inflación promedio 
de los últimos tres años y medio, desde el principio de esta Administración, ha estado siempre por debajo del 
10%, siempre, cosa que no ocurría durante los Gobiernos anteriores. En muchos períodos de los Gobiernos 
anteriores no ocurría; eso también es un factor a tener en cuenta. Pero no quiero entrar ahora en esta 
discusión. Ya bastante hemos conversado, inclusive públicamente, con visiones a veces diferentes en otras no 
tanto sobre estos aspectos. 


Quiero finalizar este asunto diciendo que hay una cantidad de factores aparte de los que he mencionado, que 
no se han dicho ni tienen por qué decirse aquí, respecto a cuestiones que se han conquistado. También en esto 
han intervenido las organizaciones sociales, con sus movilizaciones y demás, tanto de ONAJPU como el PIT- 
CNT, pero no es el momento de mencionarlas y son muchas ¿eh?, inclusive porque llevaría muchísimo 
tiempo enumerarlas. 


Vuelvo a lo que decía, señor Presidente. Aquí se ha aclarado la voluntad política de no descontar ese 4% del 
ajuste que emerja del Instituto Nacional de Estadística con relación al Índice Medio de Salarios a aplicar a 
partir del mes de enero. Pero hay que tener en cuenta una cosa. Yo quiero decir lo siguiente, y no con el afán 
de polemizar insisto con el señor Diputado Abdala porque también le retribuyo lo que él manifestó en cuanto 
a la buena relación que tenemos más allá de las discrepancias que hemos manifestado en el lugar donde nos 
encontremos, sin ninguna limitación. 


En cifras estimadas, que sería bueno que el señor Subsecretario las ratificara o no, porque puedo estar 
equivocado, ese 4%, partiendo de la base de que la voluntad política es no descontarlo, sumado a la canasta 
significa una erogación de aproximadamente US$ 4:000.000. Esto surge de una simple operación aritmética: 
320.000 personas serían las comprendidas en el adelanto del 4% como lo manifestaba el doctor Bruni y entre 
150.000 y 160.000 estarían habilitados a recibir la canasta básica. Saquemos las cuentas, y veremos que son 
aproximadamente US$ 2:000.000 para la canasta básica y otros US$ 2:000.000 para cumplir con el adelanto 
del 4%. Digo esto y finalizo porque, en paralelo y sin decir que esto es absolutamente suficiente ni dejando 
de reconocer que faltan otros aspectos sobre los cuales avanzar la prima por edad, que se ha mencionado 
aquí, por supuesto, hay que tener en cuenta que esto significa realizar una erogación que resulta importante 


en estos momentos, en el mismo instante en que se nos plantea que acotemos el gasto. En el mismo 
momento. Entonces, me parece que objetivamente, no solo en esta Comisión, sino a nivel de la opinión 
pública, se traslada una contradicción, quizás sin que esa sea la intención. No lo sé; no me pronuncio al 
respecto. Pero se plantea algo que me parece una contradicción objetiva, al decir que el gasto tendría que ser 
mayor que esos US$ 4:000.000 hablamos de una partida fija, agregándole el incremento correspondiente de 
las jubilaciones, cuando por otro lado se nos pide que restrinjamos el gasto a los efectos de hacer frente o 
tener en cuenta la situación internacional. 


Al respecto ahora sí termino, no voy a tomar en esto afirmaciones que haya hecho antes el Poder Ejecutivo; 
es una cuestión absolutamente personal, que el señor Subsecretario ratificará o no, yo creo que el hecho de 
que no se haya llegado un poco más allá tiene que ver precisamente con la influencia de la realidad 
internacional que ha venido quedando en claro para todos, sin excepción a medida que ha ido transcurriendo 
el tiempo y fundamentalmente luego de la visita del Ministro de Economía y Finanzas a Estados Unidos. 


En definitiva, hay que tener en cuenta que esa situación está presente, por lo cual, si la voluntad era avanzar 
un poco más, tal vez eso lo haya impedido. Pero por otro lado, de cualquier manera se avanza, y eso insisto 
se contradice con el hecho de pedir que no gastemos más un peso argumentando que va en contra de las 
previsiones que debería tomar el Gobierno para enfrentar las contingencias que sobrevendrán seguramente 
aunque no sé con qué intensidad respecto de la crisis internacional. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Simplemente deseo realizar 
algunas precisiones sobre las preguntas que nos han formulado. 


Por supuesto que ratificamos lo que se dijo desde el principio en cuanto a la gradualidad y progresividad en 
esta política, es decir: tener en cuenta la coyuntura y tratar de llevar adelante, por lo menos en el período de 
Gobierno, una política persistente en materia de ajustes y absolutamente gradual y progresiva. Y cuando 
hablamos de progresiva decimos tendiente además a favorecer a los sectores más sumergidos. En esa política 
y, como decía el señor Diputado Blasina, en este momento es importante considerar los números de las tres 
medidas que se ha resuelto llevar adelante. 


El adelanto del 4% insumiría aproximadamente unos US$ 3:900.000. El monto mínimo de jubilados y 
pensionistas, considerando que es a partir del 1” de julio de 2009, andaría alrededor de los US$ 4:000.000. El 
gasto anual son más de US$ 8:000.000, pero como hay que calcularlo a partir del 1” de julio de 2009, 
estaríamos en esa cifra mencionada anteriormente. Y la canasta básica representa un gasto de unos 

$ 42:000.000. 


Si sumamos estas tres cantidades, veremos que son cifras importantes, cifras que hay que manejarlas con 
mucha prudencia... Me acota el doctor Rodríguez que son US$ 10:000.000. En un momento como en el que 
estamos, realmente implica un esfuerzo considerable. Quizás en otro momento hubiera sido considerado no 
tan relevante, pero en esta coyuntura representa un esfuerzo importante, con esta crisis, que tendremos que 
esperar para ver qué es lo que se nos avecina. 


Creo que no hemos dejado pendiente otra interrogante; pueden haber muchas. Yo no voy a entrar tampoco, 
por respeto a ustedes aunque me encantaría, por supuesto, en las políticas de los últimos treinta o cuarenta 
años. Simplemente que cuando hay que decir algo, bueno, a veces se desliza algún...Pero no vamos a entrar 
en eso. 


El señor Diputado Abdala había planteado el tema de los frigoríficos. Si la Mesa lo habilita, ingresaríamos en 
esa cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Previamente quisiera emitir alguna opinión con respecto al primer tema. 


Hay un dicho viejo que dice que lo mejor es enemigo de lo bueno. Yo creo que el hecho de que una cantidad 
significativa de jubilados como se ha dicho acá perciban una canasta o similar a fin de año es algo bueno, 
muy bueno. Significa que este fin de año un número considerable de compatriotas van a recibir una cuota de 
dignidad para compartir con sus familias, con sus nietos. Y ese esfuerzo debe ser tomado en cuenta. Por 
supuesto que si se lo pudiésemos dar a todos los jubilados, si se pudiera hacer de un día para el otro una 
reforma de fondo de la seguridad social en algo se ha avanzado y tener una renta básica decorosa para todos 


los ciudadanos de este país, eso sería lo óptimo. Pero de a granos come la gallina y se termina llenando y se 
come todo el maíz. 


Entonces, bienvenidos estos granos; felicito la sensibilidad de los actores en la concreción de esta noticia de 
fin de año, y sin ninguna duda que esas decenas de miles de compatriotas lo sabrán valorar, más allá de que 
otros por aquello de que a mí no me tocó quedan en el debe. Pero, bueno, de acuerdo a lo que expresaba el 
señor Subsecretario, estamos hablando de cifras muy importantes y muchísimos ciudadanos que van a recibir 
ese apoyo este fin de año, cosa que digámoslo yo no recuerdo que haya sucedido en los últimos veinte años. 


Debemos tener en cuenta también que las jubilaciones paupérrimas que tenemos no son consecuencia de la 
administración de este Gobierno, sino de una política salarial a la baja aplicada hace veinte años descontando 
los últimos cuatro años, que obviamente pesan, y mucho, en el promedio jubilatorio de los uruguayos. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Una pequeña aclaración: las 
cifras con relación al adelanto y al aumento del mínimo de 1,25 a 1,5 BPC son bastante precisas. Las 
cifras de canastas y de costos tienen un pequeño grado de mayor imprecisión porque recién se está 
implementando; son cifras estimadas. La reglamentación y la forma cómo se implemente nos dará la 
precisión del caso. No obstante ello, en mi concepto no habrá grandes variantes en esos números, pero 
aclaro que en este aspecto son cifras estimadas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ahora se pasa a abordar el tema relativo a los ex trabajadores frigoríficos, 
planteado por el señor Diputado Abdala. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Mi planteo va a ser breve, tiene que ver con una consulta como lo 
adelantamos al inicio de la sesión relacionada con los compatriotas que están vinculados a la 
indemnización que el Parlamento aprobó por motivos de persecución y de despidos abusivos en la 
industria frigorífica. Nos consta que el Poder Ejecutivo trabajó en esa solución en su momento; 
también lo hizo esta Comisión y, finalmente, la ley resultó aprobada por unanimidad. Pero también le 
consta a la Comisión, nos consta a todos en función de que recibimos permanentemente el reclamo de 
los interesados, que hay un cierto nerviosismo, que inclusive parecería que va en aumento, en virtud de 
que en el Banco de Previsión Social la tramitación de los expedientes correspondientes se ha 
enlentecido un poco más de la cuenta. 


Es decir, seguramente que el BPS tendrá su explicación; inclusive en alguna oportunidad se ensayó aquí una 
justificación de todo esto en el entendido de que cada situación es distinta y que, por lo tanto, hay que 
tramitar cada caso por separado. Pero la realidad objetiva es que los propios ex trabajadores de la industria 
frigorífica están ansiosos, entre otras cosas porque todavía no ha salido ni un solo expediente. Yo he hecho 
gestiones como las hemos realizado todos, seguramente; lo digo directamente, no cometo ninguna infidencia 
con varios de los integrantes del Directorio del Banco, entre ellos con el señor Galli. Me consta que el 
Director Cuervo también ha trabajado mucho, porque creo que integra o preside la Comisión especial que se 
creó a esos efectos. 


El propósito es trasladarle al Poder Ejecutivo, y al doctor Bruni que en el Poder Ejecutivo es el punto de 
referencia en materia jubilatoria o de seguridad social, nuestra solicitud en cuanto a que el Gobierno pudiera 
poner el mayor celo a los efectos de ayudar a que estas situaciones pudieran dilucidarse con la mayor 
prontitud, teniendo en cuenta además las fechas en las que estamos, próximos a fin de año, y a esta altura del 
año todos sabemos que las sensibilidades se exacerban, por razones obvias, y en este caso ya que hay una 
decisión tomada y además están hechas supongo las previsiones presupuestales y económicas al respecto, 
sería interesante que esto se pudiera gestionar con la mayor diligencia posible. 


Reitero: no hago señalamiento de ningún tipo; simplemente pido que todos empujemos en la medida de 
nuestras posibilidades. Capaz que el Director Baz que hoy no está presente, a partir de alguna directiva del 
propio Ministro o del Subsecretario, pueda eventualmente trabar contacto, como Director de Seguridad 
Social, con las autoridades del Banco a los efectos de trasmitir la voluntad del Poder Ejecutivo respecto de 
que esto pueda avanzar y ser resuelto a la brevedad. 


Ese es el planteo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Antes de ceder la palabra al 
doctor Rodríguez, quiero realizar dos precisiones. 


Los reclamos existentes pueden ser de diferente contenido. Nos consta que con la aprobación de la ley, hubo 
discrepancias y, por lo tanto, se siguieron formulando reivindicaciones respecto del contenido de la ley de 
frigoríficos. Basta con ir un lunes por la Residencia de Suárez, cuando se celebran los Consejos de Ministros 
ahora no tanto, pero durante muchos lunes, y además, continuadamente, para ver que se manifestaban 
discrepancias en cuanto a que se quería más. Es decir, de los 55 y 20, como parámetros, se quería llegar a los 
cincuenta y algo. Ese es un aspecto de las reclamaciones. 


El otro aspecto refiere a que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social insistentemente consideró que esa 
ley no necesitaba ser reglamentada porque de su propia normativa se desprendía la claridad. Y, precisamente, 
no hubo un decreto reglamentario, sino que el Banco de Previsión Social estableció su propio reglamento 
administrativo para diligenciar estos temas. 


Sí quiero ceder la palabra al doctor Rodríguez a efectos de que haga referencia a ciertos aspectos de la 
situación de Banco, más concretamente a una serie de temáticas que han recaído en su órbita en los últimos 
tiempos. 


SEÑOR RODRÍGUEZ.- Efectivamente, como señala el doctor Jorge Bruni, el Banco de Previsión 
Social en este momento se encuentra en una etapa de implementación de varias normas, y no 
solamente de un conjunto de reformas que, como todos ustedes saben, se han realizado desde el año 
2005 en adelante, como la reforma tributaria, la reforma del sistema de salud y el Plan de Equidad, 
que de alguna forma se han asentado desde el punto de vista de la gestión y la implementación en toda 
la estructura del organismo. A esa ya cargada tarea por este conjunto de actividades, se suma que el 
Banco de Previsión Social tiene que llevar adelante también la implementación de un conjunto de 
normas que este Parlamento sancionó recientemente. Por mencionar alguna de ellas, que también 
tienen la sensibilidad que despierta la problemática de los frigoríficos, el de la nominalización de la 
construcción, esto es: la forma de calcular las pasividades de los trabajadores que desarrollaron 
actividades amparadas en el ámbito de la construcción con el sistema de aportación unificado del 
Decreto-Ley _N” 14.411, que genera problemas desde el punto de vista operativo bastante engorrosos de 
resolver. 


Lo mismo ha ocurrido con la aprobación de la ley de flexibilización de las causales jubilatorias, que significa 
una revisión y readecuación de los sistemas operativos de los sistemas informáticos del Banco de Previsión 
Social, al igual que la reciente reforma del subsidio por desempleo, que también amerita un ajuste de los 
procedimientos. También recordamos la aprobación de la ley sobre la actividad de los artistas y actividades 
conexas, todo lo cual supone un andamiaje de implementación de todas estas reformas que posiblemente 
generen algún tipo de retraso en la tramitación habitual de estos expedientes. 


Precisamente por lo que ha significado esta batería de normas...Me acota el Subsecretario que la relativa a la 
unión concubinaria es otra de las que está generando mucho impacto en lo que refiere a la aplicación práctica 
y que requiere sí de una reglamentación de parte del Poder Ejecutivo. 


Por tal motivo, decía, este conjunto de normas legales que se han aprobado recientemente están impactando 
de alguna forma en los aspectos operativos del Banco de Previsión Social. En efecto, hemos tenido varias 
reuniones de los abogados que trabajamos asesorando al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social en esta 
área, con los gestores de primer nivel gerencial del Banco de Previsión Social, que nos consta que está 
ocupado con mucho interés y con mucha diligencia para buscar una pronta solución al conjunto de reformas 
en curso, dentro de las cuales la de frigoríficos es una, y posiblemente ese sea el motivo por el que se haya 
dificultado la resolución de los expedientes concretos a los que aludía el señor Diputado. 


Se trataba fundamentalmente de compartir una información directa, de primera mano, a partir de estas 
instancias de coordinación que estamos realizando el Ministerio y el Banco de Previsión Social. 


SEÑOR ABDALA.- Acepto, por supuesto, la explicación que se nos brinda, y la tomo por legítima y 
válida. Sin perjuicio de lo cual también me atrevo a hacer una solicitud, y es pedirle al Poder Ejecutivo 
y cuando le pido no digo que esté en falta o que haya caído en omisión, en función de que el BPS tiene 


autonomía, que en la medida de lo posible pueda trasladarle al Directorio el estado de ánimo de esta 
Comisión, en el sentido de poner en esto yo diría que el mayor empeño para que pudieran diligenciarse 
estos expedientes con la mayor prontitud, dentro de lo razonable y lo posible. El Banco tiene 
autonomía, pero eso no quiere decir que sea una república independiente. Así que el Ministerio que 
tiene, si no potestades de intervenir, potestades de supervisar o, por lo pronto, es responsable de los 
actos del organismo ante el Parlamento Nacional, en esa misma lógica se me ocurre que podría 
trasmitirle la inquietud, que creo que seguramente compartimos en esta Comisión. 


SEÑOR BLASINA.- Sobre este asunto, naturalmente que desde el punto de vista de la tarea legislativa 
los legisladores no solamente nos debemos limitar a aprobar leyes, etcétera, sino hacer un seguimiento 
de su aplicación. 


En tal sentido, naturalmente que hemos estado al tanto de lo que recién ha manifestado el doctor Bruni, en 
cuanto a ciertas disconformidades, básicamente referidas al enlentecimiento de un trámite que de por sí es 
engorroso, así como lo son otros trámites que mencionaba el doctor Rodríguez. 


Se ha conformado una Comisión Especial, el propio señor Diputado Abdala lo recordaba, al frente de la cual 
está uno de los Directores del Banco de Previsión Social, el doctor Armando Cuervo, a quien conozco muy 
bien desde hace muchísimo tiempo, y sé perfectamente que está adoptando medidas de acuerdo a su 
sensibilidad y también a su ánimo de ejecutar y llevar a la práctica el contenido de la ley lo más rápidamente 
posible; está tomando medidas ya, respecto a esa agilización de los trámites. No obstante, ello no inhibe a 
que esta solicitud al doctor Bruni y a quien lo acompaña en el día de hoy no sea plausible. Me parece que, 
quizás, puede corresponder un apoyo o un respaldo a esa actitud ejecutiva. Y aclaro que no estoy hablando de 
presunciones, sino de hechos concretos. No son presunciones: son hechos concretos que están sucediendo en 
estas semanas. No es casual además que esto, que se sabe saben los involucrados, haya propiciado que 
quienes aparecían recurrentemente y no estoy abriendo un juicio de valor sobre esto; cada cual sabe lo que 
hace y por qué lo hace todos los lunes en la Residencia de Suárez, cada vez que se efectuaba un Consejo de 
Ministro, no lo hagan; tampoco es casual que ahora eso no ocurra. Los involucrados con todo derecho están 
enterados de esta situación que yo acabo de describir. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En lo personal hemos tenido contacto periódicamente con el doctor Cuervo y 
nos consta que se están dando pasos concretos, más allá de las dificultades de instrumentación lógicas, 
y para hacer las cosas bien hay que trabajar sin pausa, pero no demasiado apurado. Es complejo el 
tema; nosotros lo sabemos por todo el tratamiento que le hemos dado, y probablemente haya que ir 
resolviendo caso a caso, algo que indudablemente lleva un tiempo. 


Más allá de eso, podemos sí solicitar a la delegación presente que sea el mensajero de que, en la medida de lo 
posible, se sigan concretando los casos lo más rápidamente que permita la prudencia. 


SEÑOR SUBSECRETARIO DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL.- Por supuesto que haremos los 
esfuerzos necesarios, como se han hecho desde el principio, porque la primera gran dificultad fue 
resolver si era o no necesario reglamentar. Ese tema se solucionó; eso originó alguna demora, pero 
también dio lugar a la creación de la Comisión, que es la que está actuando nos consta, con 
responsabilidad. De cualquier modo, como Poder Ejecutivo, vamos a hacer las gestiones del caso para 
trasmitir la preocupación existente en la materia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos el tiempo que nos ha dispensado la delegación del Poder 
Ejecutivo; ha sido sumamente satisfactoria la información brindada. 


(Se retiran de Sala el señor Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social y su asesor) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


